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Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México, a tres de junio de dos mil veintiséis.

[bookmark: _GoBack]VISTO el expediente electrónico formado con motivo de los recursos de revisión número 03155/INFOEM/IP/RR/2026, interpuestos por un particular que proporciona su nombre como dato de identificación, en lo sucesivo El Recurrente, en contra de la respuesta del Ayuntamiento de Toluca, en lo subsecuente El Sujeto Obligado, se procede a dictar la presente resolución.


A N T E C E D E N T E S


PRIMERO. De la solicitud de información.
En fecha diez de febrero de dos mil veintiséis, el Recurrente, presentó a través de la Plataforma Nacional de Transparencia, conectada con el Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), ante el Sujeto Obligado, la solicitud de acceso a la información pública, a las que se les asignó el número de expediente 01045/TOLUCA/IP/2026, mediante la cual solicitó lo siguiente:

“Por el presente medio, con fundamento en los artículos 6 y 8 constitucionales, solicito la información siguiente; - Solicito los nombres y cargo de todos los servidores públicos que estuvieron presentes en el operativo de alcoholímetro llevado a cabo el 11 de diciembre de 2025 en la intersección de las calles Jesús Carranza y General Venustiano Carranza 20 Poniente en un horario de 9:00 pm a 11:59 pm - Solicito la videograbación existente del alcoholímetro llevado a cabo el 11 de diciembre de 2025 en la intersección de las calles Jesús Carranza y General Venustiano Carranza 20 Poniente en un horario de 9:00 pm a 11:59 pm. - Solicito el nombre del juez o jueza de lo Cívico de alcoholimetría (o de tránsito según sea el caso) que estuvo dando seguimiento a los casos del operativo de alcoholímetro llevado a cabo el 11 de diciembre de 2025 en la intersección de las calles Jesús Carranza y General Venustiano Carranza 20 Poniente. Lo anterior especificando, nombre, cargo y turno. - Solicito el nombre de la empresa que presto el servicio de grúas para remolcar los autos derivado del operativo de alcoholímetro llevado a cabo el 11 de diciembre de 2025 en la intersección de las calles Jesús Carranza y General Venustiano Carranza 20 Poniente. - Solicito la versión pública del contrato de prestación de servicios o concesión otorgada a la empresa que presto servicio de grúas y remolque derivado del operativo de alcoholímetro llevado a cabo el 11 de diciembre de 2025 en la intersección de las calles Jesús Carranza y General Venustiano Carranza 20 Poniente“ (Sic).


MODALIDAD DE ENTREGA: A través del SAIMEX y por medio de correo electrónico.

SEGUNDO. De la Respuesta del Sujeto Obligado. 
De las constancias que obran en el sistema SAIMEX, se advierte que el cuatro de marzo de dos mil veintiséis, El Sujeto Obligado emitió la respuesta en los siguientes términos:
	“Folio de la solicitud: 01045/TOLUCA/IP/2026

	

	

	En atención a la solicitud con folio 01045/TOLUCA/IP/2026, me permito adjuntar al presente la respuesta correspondiente, Sin más por el momento, reciba un saludo. Derivado de lo solicitado, la Consejería Jurídica informa que los operativos del programa "Conduce sin Alcohol" son operados por la Dirección de Seguridad Pública, mismos que organizan y dirigen el operativo, como es la asignación del punto de revisión, asignación de elementos policiacos, asignación de grúas y demás elementos y actividades que necesite el operativo, por lo anterior, nos encontramos materialmente imposibilitados en dar contestación a lo solicitado.

ATENTAMENTE
Dr. Nahum Miguel Mendoza Morales” (Sic.)



Del que se advierte anexo los archivos “NOT CIU INCOMP SOL.1045.pdf", "Informe solicitud 01045-TOLUCA-IP-2026.pdf", "2026-OFI-365-SMX-1045.pdf", "01045- SE INFORMA CLASIFICACIÓN DE INFORMACIÓN.pdf", "SAIMEX 01045.pdf" y "ACTA 119 (1).pdf", cuyo contenido no se inserta por ser del conocimiento de las partes, sin embargo, serán motivo de estudio en el Considerado respectivo. 

TERCERO. Del recurso de revisión.
Inconforme con la respuesta por parte del Sujeto Obligado, el ahora Recurrente interpuso el presente recurso de revisión en fecha veintiséis de marzo de dos mil veintiséis, el cual fue registrado en el sistema electrónico con el expediente número 03615/INFOEM/IP/RR/2026, en el cual expresa, las siguientes manifestaciones:

a) Acto Impugnado 
“RESPUESTA emitida por el sujeto obligado AYUNTAMIENTO DE TOLUCA respecto a la solicitud de folio 01045/TOLUCA/IP/2026” (Sic).

b) Razones o Motivos de Inconformidad
“Las que se mencionan en el documento adjunto.” (Sic)

Adicionalmente, el Recurrente presenta su archivo titulado “RECURSO DE REVISION AYUNTAMIENTO DE TOLUCA.pdf”, que corresponde a documento de diez fojas útiles en escrito libre, del cual localizamos los siguientes argumentos:

i. En lo que respecta a la respuesta formulada por ROSARIO SELENE MÁRQUEZ HERNÁNDEZ, DIRECTORA GENERAL DE ADMINISTRACIÓN. Ella menciono que el requerimiento de información solicitado no es de competencia de la DIRECCION GENERAL DE ADMINISTRACION. Sin dar mayor explicación, fundamento o algún
indicio de la información requerida por el solicitante. Pero mas adelante el MTRO. EN D.P. KRISS OOIN ESQUIVEL VÁZQUEZ DIRECTOR DE SUSTENTABILIDAD VIAL DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD Y PROTECCIÓN afirma que la Dirección General de Administración es el área poseedora У generadora de la información respecto a los contratos de bienes, servicios, arrendamientos, entre otros. LO CUAL RESULTA CONTRADICTORIO.

ii. En lo que respecta a la respuesta formulada por YAZMIN CASTILLO CHAQUECO
DIRECTORA JURÍDICA DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD Y PROTECCIÓN DELAYUNTAMIENTO DE TOLUCA, ESTADO DE MÉXICO. Ella menciono que la información solicitada fue Clasificada como Reservada por el Comité de Transparencia. No obstante, a lo anterior, en esta respuesta no se señala exactamente qué fue lo que se clasifico, siendo importante mencionar que el suscrito en su solicitud de información requirió varias cosas. Tan es así que, como se puede observar hubo varias DIRECCIONES DEL AYUNTAMIENTO que formularon una respuesta respecto a lo que era o no de su competencia. De tal forma que, no se puede asumir que toda la información requerida en la solicitud del suscrito fue clasificada.

iii. Finalmente, por lo que hace a la respuesta formulada por el MTRO. EN D.P. KRISS
OOIN ESQUIVEL VÁZQUEZ DIRECTOR DE SUSTENTABILIDAD VIAL DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD Y PROTECCIÓN. El mismo menciono que la Coordinación de Justicia Municipal en el ámbito de su competencia, es el área generadora y poseedora de la información solicitada.7 Y también señaló sobre el contrato de prestación de servicios que la Dirección General de Administración es el área poseedora У generadora de la información respecto a los contratos de bienes, servicios, arrendamientos, entre otros.8 Sin embargo, en los documentos adjuntos y en la respuesta principal del Representante de la Unidad de Transparencia del Ayuntamiento de Toluca, no se advierte que haya acudido a la Coordinación de Justicia Municipal o a la Dirección General de Administración a solicitar lo referente a 1. el nombre del juez o jueza de lo Cívico de alcoholimetría (o de tránsito según sea el caso) que estuvo dando seguimiento a los casos del operativo de alcoholímetro llevado a cabo el 11 de diciembre de 2025 y 2. la versión pública del contrato de prestación de servicios o concesión otorgada a la empresa que presto servicio de grúas y remolque derivado del operativo de alcoholímetro llevado a cabo el 11 de diciembre de 2025. De hecho, se advierte que en ninguna parte de la respuesta formulada por el Sujeto Obligado se menciona nada sobre estos dos últimos puntos, en ninguna parte se funda y motiva el porqué de no compartir dicha información y, por lo tanto, se considera que esta respuesta no está completa, de ahí la inconformidad del suscrito.

Esta omisión antes identificada representa para el suscrito una restricción clara a mi derecho constitucional de acceso a la información pues este sujeto obligado ha sido omiso en proporcionar 1. el nombre del juez o jueza de lo Cívico de alcoholimetría (o de tránsito según sea el caso) que estuvo dando seguimiento a los casos del operativo de alcoholímetro llevado a cabo el 11 de diciembre de 2025 y 2. la versión pública del contrato de prestación de servicios o concesión otorgada a la empresa que presto servicio de grúas y remolque derivado del operativo de alcoholímetro llevado a cabo el 11 de diciembre de 2025.
Así entonces, en el caso que nos ocupa, el Sujeto Obligado no acreditó haber realizado una búsqueda exhaustiva, razonable y en todas las áreas competentes, ya que, como se advierte, existían unidades administrativas que fueron identificadas como poseedoras de la información y, aun así, no fueron requeridas formalmente, ni existe constancia de gestión alguna ante las mismas.

En cuanto a la respuesta principal que dio el Representante de la Unidad de Transparencia del Ayuntamiento de Toluca, se reitera, la manifestación relativa a una supuesta
“imposibilidad material” resulta dogmática, contradictoria y carente de sustento, ya que no se explican las circunstancias fácticas o jurídicas que la configuran, ni se acredita que se hayan agotado las gestiones necesarias para obtener la información.
Las respuestas emitidas por las distintas áreas generan un estado de incertidumbre jurídica, al ser contradictorias entre sí, lo que impide al solicitante conocer con claridad quién es el área responsable de la información solicitada.
Y finalmente, la respuesta del Sujeto Obligado vulnera los principios de congruencia y exhaustividad, al no atender de manera integral todos los puntos planteados en la solicitud.
Por lo anterior, se solicita:
 Se ordene al Sujeto Obligado realizar una búsqueda exhaustiva en todas las áreas
Competentes 
 Se emita una nueva respuesta debidamente fundada y motivada
 Se entregue la información solicitada o, en su caso, se justifique plenamente su inexistencia o clasificación

Finaliza el escrito, solicitando se tutele y proteja su Derecho de Acceso a la Información.

CUARTO. Del turno del recurso de revisión.
Medio de impugnación que le fue turnado al Comisionado Presidente José Martínez Vilchis, de lo anterior y con fundamento en el artículo 185, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la información Pública del Estado de México y Municipios, del cual recayó acuerdo de admisión en fecha seis de abril de dos mil veintiséis, determinándose en él, un plazo de siete días para que las partes manifestaran lo que a su derecho corresponda en términos del numeral ya citado.

QUINTO. De la etapa de manifestaciones y/o alegatos.
Una vez transcurrido el término legal referido se destaca que El Sujeto Obligado presento su informe justificado   en fecha ocho, diez, trece y quince de abril de dos mil veintiséis, el cual fue puesto a la vista del recurrente para que realizara sus manifestaciones, se aprecia que la parte Recurrente no realizó alegatos, ni ofreció pruebas o manifestaciones. 

SEXTO. Del cierre de instrucción.	
Así, una vez transcurrido el término legal, procedió a decretarse el cierre de instrucción en fecha veintiocho de mayo de dos mil veintiséis, en términos del artículo 185, Fracción VI, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, iniciando el término legal para dictar resolución definitiva del asunto.


C O N S I D E R A N D O 


PRIMERO. De la competencia.
Este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios es competente para conocer y resolver el presente Recurso de Revisión, conforme a lo dispuesto en el artículo 5, párrafos trigésimo séptimo, trigésimo octavo y trigésimo noveno fracciones IV y V de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; ordinal 2, fracción II, 13, 29, 36, fracciones I y II, 176, 178, 179, 181 párrafo tercero y 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; y 9, fracciones I y XXIII y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.

SEGUNDO. De los alcances del Recurso de Revisión. 
Anterior a todo debe destacarse que el recurso de revisión tiene el fin y alcance que señalan los numerales 176, 179, 181 párrafo cuarto, 194 y 195 y demás aplicables de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios vigente y será analizado conforme a las actuaciones que obren en el expediente electrónico con la finalidad de reparar cualquier posible afectación al derecho de acceso a la información pública y garantizando el principio rector de máxima publicidad.

TERCERO. De las causas de improcedencia. 
En el procedimiento de acceso a la información y de los medios de impugnación de la materia, se advierten diversos supuestos de procedibilidad que deben estudiarse con la finalidad de dar cumplimiento a los principios de legalidad y objetividad inmersos en el artículo 9 de Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en correlación con la seguridad jurídica que debe generar lo actuado ante este Órgano Garante.

Siendo una facultad legal entrar al estudio de las causas de improcedencia que hagan valer las partes o que se adviertan de oficio por este Órgano Resolutor y por ende que son objeto de análisis previo al estudio de fondo del asunto; presupuestos procesales de inicio o trámite de un proceso, dotando de seguridad jurídica las resoluciones, máxime que se trata de una figura procesal adoptada en la ley de la materia, la cual permite dilucidar alguna causal que impida el estudio y resolución, cuando una vez admitido el recurso de revisión se advierta una causa de improcedencia que permita sobreseerlo, sin estudiar el fondo del asunto; estudio oficioso o a petición de parte que no son incompatibles con el derecho de acceso a la justicia, ya que éste no se coarta por regular causas de improcedencia y sobreseimiento con tales fines.

Así las cosas, del análisis del expediente electrónico no se actualiza ninguna causa de improcedencia de las referidas en el artículo 191 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, ni mucho menos se hizo valer causa de improcedencia alguna por las partes, que resulte dable abordar, encontrándose actualizados todos los presupuestos procesales para atender el fondo del asunto, en los términos del considerando posterior.

CUARTO. Estudio y resolución del asunto.
El análisis y resolución del presente recurso, se funda en el contenido íntegro de las actuaciones que obran en el expediente electrónico, para así estar en posibilidad este Órgano Colegiado de dictar el fallo correspondiente conforme a derecho, tomando en consideración los elementos aportados por las partes y respetando en todo momento al principio de máxima publicidad consagrado en nuestra Constitución Federal, Local y demás leyes aplicables en la materia, así como en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, en concordancia con el párrafo tercero del artículo 1 de la Constitución Federal y el diverso 8 de la Ley de Transparencia local.

Por tanto, es conveniente recordar que el hoy Recurrente requirió del Sujeto Obligado, lo siguiente:

1. Solicito los nombres y cargo de todos los servidores públicos que estuvieron presentes en el operativo de alcoholímetro llevado a cabo el 11 de diciembre de 2025 en la intersección de las calles Jesús Carranza y General Venustiano Carranza 20 Poniente en un horario de 9:00 pm a 11:59 pm
2. Solicito la videograbación existente del alcoholímetro llevado a cabo el 11 de diciembre de 2025 en la intersección de las calles Jesús Carranza y General Venustiano Carranza 20 Poniente en un horario de 9:00 pm a 11:59 pm.
3. Solicito el nombre del juez o jueza de lo Cívico de alcoholimetría (o de tránsito según sea el caso) que estuvo dando seguimiento a los casos del operativo de alcoholímetro llevado a cabo el 11 de diciembre de 2025 en la intersección de las calles Jesús Carranza y General Venustiano Carranza 20 Poniente. Lo anterior especificando, nombre, cargo y turno.
4. Solicito el nombre de la empresa que presto el servicio de grúas para remolcar los autos derivado del operativo de alcoholímetro llevado a cabo el 11 de diciembre de 2025 en la intersección de las calles Jesús Carranza y General Venustiano Carranza 20 Poniente.
5. Solicito la versión pública del contrato de prestación de servicios o concesión otorgada a la empresa que presto servicio de grúas y remolque derivado del operativo de alcoholímetro llevado a cabo el 11 de diciembre de 2025 en la intersección de las calles Jesús Carranza y General Venustiano Carranza 20 Poniente.



Por lo que atento a la solicitud de información el Sujeto Obligado hizo entrega del siguiente archivo electrónico:
	
a. NOT CIU INCOMP SOL.1045.pdf Oficio número 206010000/1044/2026, emitido por la Directora General de Administración, en el cual manifiesta que respecto a la solicitud de información, no es competencia de la Dirección General de Administración.
b. Informe solicitud 01045-TOLUCA-IP-2026.pdf Oficio número 200E00000/381/2026 emitido por la Defensora Municipal, en el cual refiere que el Lic. Gustavo Alberto Cortez Ordoñes (Sic), servidor adscrito a la Defensoría Municipal, participó como observador en representación del ese Órgano Autónomo en la implementación del programa “Conduce Sin Alcohol”, el 11 de diciembre de 2025.
c. 2026-OFI-365-SMX-1045.pdf Compuesto de dos oficios; el primero de ellos corresponde al marcado con el número 203010000/0365/2026, emitido por el Titular del Órgano Interno Municipal, manifestando que da respuesta con el oficio anexo 203012000/055/2026 emitido por la Unidad de Transparencia.
Segundo; oficio 203012000/055/2026 emitido por el Director de Auditoria del Órgano Interno de Control Municipal, por el cual manifiesta que a la literalidad que: “Al respecto, le informo que la Dirección de Auditoría través del Departamento de Auditoría Administrativa del Órgano Interno de Control Municipal coadyuva únicamente en las actividades del Programa “Conduce sin Alcohol” conforme al “Acuerdo General por el que se establece el Programa Permanente con fines de Prevención de Accidentes Viales por la ingesta inmoderada de bebidas alcohólicas en el Estado de México Conduce sin Alcohol” vigente en específico en los apartados IV. instituciones Participantes y VI. Personal que participará en los puntos de revisión del Programa Conduce sin Alcohol, por lo que, en dicho sentido, esta Dirección de Auditoría no genera ni recopila datos solicitados en el ordenamiento antes citado como son: 1) nombres y cargos de los servidores públicos presentes en el programa, 2) videograbación de los alcoholímetros, 3) nombres de los jueces cívicos de alcoholimetría, 4) nombre de la empresa que presta el servicio de grúas, así como el contrato de prestación de servicios”
Por lo que invita al particular a dirigir la solicitud a la Unidad Administrativa correspondiente.
Menciona además que la Dirección General de Seguridad y Protección establece como una de las atribuciones de la Dirección de Sustentabilidad Vial la implementación, coordinación y supervisión del multicitado programa en coordinación con las áreas del ayuntamiento, por lo que, la intervención de este Órgano Interno es coadyuvante y es a solicitud de parte de la Dirección General de Seguridad y Protección.
· Finaliza el oficio con firma y sello-
d. 01045- SE INFORMA CLASIFICACIÓN DE INFORMACIÓN.pdf Documento emitido por la Directora Jurídica de la Dirección General de Seguridad y Protección del Sujeto Obligado, en el cual manifiesta que la información solicitada fue Clasificada como Reservada por el Comité de Transparencia, en el Acta de la Centésima Décima Novena, Sesión Extraordinaria del Comité de Transparencia, de fecha tres de marzo de dos mil veintiséis, recayendo el acuerdo CT/SE/119/03/2026, y señalado como fundamento “los artículos 54 de la Ley de Seguridad Nacional, 110 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, 27 y 81 fracción II| de la Ley de Seguridad del Estado de México; artículo 112 fracción V, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 140 fracción IV de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, lineamiento Vigésimo Tercero de los Lineamientos Generales de Clasificación y Desclasificación de la Información”
e. SAIMEX 01045.pdf Oficio 205016000/280/2026, emitido por el Director de Desarrollo Tecnológico, en el que respecto de la información solicita en el punto dos de la solicitud de información, manifiesta que la esta Dirección no cuenta con facultad y/o atribución de compartir ningún tipo de videograbación obtenidas a través de los diversos equipos tecnológicos en materia de seguridad pública sin ninguna orden y/o mandato de la autoridad jurisdiccional competente, toda vez que lo anterior esta reservado como “confidencial” de acuerdo a lo estipulado en la Ley de Seguridad Pública del Estado de México y la Ley que Regula el Uso de las Tecnologías de la Información y Comunicación para la Seguridad Pública.
Además que el stock de almacenamiento del respaldo multimedia es de 30 días y una vez trascurrido el tiempo, la información se sobrescribe minuto a minuto; motivo por el cual tampoco me sería posible atender su solicitud.

Oficio 205015000/0811/2026 emitido por el Director de Sustentabilidad Vial de la Dirección General de Seguridad y Protección, en el que manifiesta que respecto al punto uno de la solicitud de información, gire sus apreciables instrucciones a quien corresponda, a fin de que se clasifique la información como reservada la relativa a los nombres de los elementos operativos adscritos a esta Dirección de Sustentabilidad Vial.
Respecto del punto dos de la solicitud que el Departamento de Video vigilancia y Comunicación de la Dirección de Desarrollo Tecnológico, es el área facultada para almacenar y procesar el material de video-vigilancia en materia de seguridad vial.
En lo relativo al punto tres de la solicitud, que en términos de lo señalado en el artículo 10.8 del Código Reglamentario Municipal y el apartado 201011000 del Manual de Organización de la Secretaría del Ayuntamiento; la Coordinación de Justicia Municipal en el ámbito de su competencia, es el área generadora y poseedora de la información solicitada.
Finalmente en lo que respecta al punto cuatro de la solitud manifiesta que las “Grúas Manzur” es la empresa de depósito vehicular que presto servicio durante el programa de “Conduce Sin Alcohol" en la temporalidad requerida. En cuanto hace al contrato de prestación de servicios, en términos de lo señalado en el artículo 331 fracción XII del Código Reglamentario Municipal de Toluca y en el apartado 206010000 en su numeral 12 y 30 del Manual de Organización, la Dirección General de Administración es el área poseedora y generadora de la información respecto a los contratos de bienes, servicios, arrendamientos, entre otros.
f. ACTA 119 (1).pdf  Corresponde al acta de la Centésima Décima Novena sesión extraordinaria 2026 del Comité de Transparencia bajo el número CT/SE/119/2026, de la cual punto cuatro corresponde a la propuesta de clasificación de la información como reserva total relativa a los nombres del personal operativo en materia de seguridad y desarrolla la respectiva prueba de daño.


Ante la respuesta emitida por el Sujeto Obligado, el Recurrente consideró que su derecho a la información pública había sido conculcado, por lo que interpuso el recurso de revisión al rubro citado, señalando como acto impugnado “RESPUESTA emitida por el sujeto obligado AYUNTAMIENTO DE TOLUCA respecto a la solicitud de folio 01045/TOLUCA/IP/2026” y motivos de inconformidad:
[image: ]
[image: ]




Por lo que de la lectura al escrito presentado por el ahora Recurrente, de duele de la falta de entrega de la información de los puntos de la solicitud.

Así en la etapa de manifestaciones, el Sujeto Obligado, hace llegar su informe justificado por medio del documento y anexos denominados “03615_2026_DGA_RATIFICACION”, “3615 Ratificación”, “3615-2026-CJ” “3615-2026-DDHH”, “3615-2026-DGSyPROT” y “3615-2026-OIC”, por medio de los cuales los servidores públicos habilitados de la Dirección General de Seguridad y Protección, Defensoría Municipal, Consejería Jurídica, Dirección General de Administración, Titular del Órgano de Control Interno Municipal, ratifican su respuesta inicial.





De lo anterior se debe señalar que el artículo 4, párrafo segundo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, dispone:
“Artículo 4. … 
 Toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, en los términos y condiciones que se establezcan en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, en la Ley General, la presente Ley y demás disposiciones de la materia, privilegiando el principio de máxima publicidad de la información. Solo podrá ser clasificada excepcionalmente como reservada temporalmente por razones de interés público, en los términos de las causas legítimas y estrictamente necesarias previstas por esta Ley.”

Del precepto legal invocado, se desprende, que la información generada, obtenida, adquirida, transmitida, administrada o en posesión de los Sujetos Obligados, será accesible de manera permanente a cualquier persona, privilegiando el principio de máxima publicidad de la información.

En esta misma tesitura, el derecho de acceso a la información pública, consiste en que la información solicitada conste en un soporte documental en cualquiera de sus formas, a saber: expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos, estadísticas o bien, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades, funciones y competencias de los Sujetos Obligados; los que, podrán estar en cualquier medio, sea escrito, impreso, sonoro, visual, electrónico, informático u holográfico, de conformidad con el artículo 3, fracción XI, de la Ley de la materia, el cual dispone lo siguiente: 
“Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
(…)
XI. Documento: Los expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos, estadísticas o bien, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades, funciones y competencias de los sujetos obligados, sus servidores públicos e integrantes, sin importar su fuente o fecha de elaboración. Los documentos podrán estar en cualquier medio, sea escrito, impreso, sonoro, visual, electrónico, informático u holográfico;
(…)”

Además, es importante señalar que el artículo 18, de la Ley en la materia, los Sujetos Obligados cuenta con la obligación de documentar todos los actos que derive de sus atribuciones, funciones y competencia desde su origen la eventual y reutilización de la información que generen, por lo tanto toda la información que sea generada, posea y administre, es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, privilegiando el principio de máxima publicidad de la misma, por lo tanto esta debe ser proporcionada siempre y cuando se halle en los archivos  documentales de los Sujeto Obligados y en las condiciones que se encuentre, la cual no podrá sufrir modificaciones o procesamiento, no presentarla conforme a los interés de los particulares, como de igual forma los Sujeto Obligados no deberán de generar, resumir o efectuar cálculos o practicar investigaciones.

De la misma forma, de acuerdo al contenido del artículo 160, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública que a la letra dispone
Artículo 160. Los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones en el formato que el solicitante manifieste, de entre aquellos formatos existentes, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre así lo permita.

Así como se puede advertir en las documentales enviadas por el Sujeto Obligado en respuesta respecto la solicitud de acceso a la información en comento el Sujeto Obligado no niega contar con la información solicitada, por el contrario, acepta de forma expresa poseerla, al cambiar de modalidad y manifestar que se le entregará la información en consulta directa, en consecuencia, se omite el estudio de la fuente obligacional que impone al sujeto obligado a generarla, administrarla o poseerla.

 De hecho, el estudio de la naturaleza jurídica de la información pública solicitada tiene por objeto determinar si ésta la genera, posee o administra el Sujeto Obligado; sin embargo, en aquellos casos en que éste la asume, implica en automático que la genera, posee o administra; por consiguiente, a nada práctico nos conduciría su estudio, ya que se insiste la información pública solicitada, ya fue asumida por el Sujeto Obligado.

Al respecto se reitera que se obvia el estudio de la naturaleza de lo solicitado toda vez que es de advertir que el Sujeto Obligado manifiesta poseer la información solicitada, respecto de los puntos de la solicitud 1, y 4, por lo cual se obvia el estudio de la naturaleza de la misma, esto guarda relación con el diverso 158, primer párrafo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.
Artículo 158. De manera excepcional, cuando de forma fundada y motivada así lo determine el sujeto obligado, en aquellos casos en que la información solicitada que ya se encuentre en su posesión implique análisis, estudio o procesamiento de documentos cuya entrega o reproducción sobrepase las capacidades técnicas administrativas y humanas del sujeto obligado para cumplir con la solicitud, en los plazos establecidos para dichos efectos, se podrá poner a disposición del solicitante los documentos en consulta directa, salvo la información clasificada.

El Sujeto Obligado, asume contar con la información y que la genera, posee, recopila, maneja, archiva, conserva o administra en ejercicio de sus funciones de derecho público y proporcionar la información que obren en su poder conforme el estado que se encuentra y no hacer un procesamiento de la misma, ni presentarla conforme al interés del solicitante motivo por el cual se actualiza el supuesto jurídico, previsto en el artículo 12 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

Sentado lo anterior, con fines didácticos, se aborda cada uno de los puntos que integran la presente solicitud y medio de impugnación, por lo que respecto del punto uno, fueron solicitados los nombres y cargos de los servidores públicos que estuvieron presentes en determinado operativo de alcoholímetro. Al respecto, en respuesta por parte de la Defensora Municipal, comenta el nombre del servidor público que asistió como observador en representación de la Defensoría Municipal de Derechos.

Por otra parte en informe justificado, el Consejero Jurídico del Ayuntamiento manifiesta que en esos programas participan los elementos operativos, que es personal de la Dirección de Seguridad Pública.

Y efectivamente, de la revisión al marco normativo, se desprende que el personal operativo de la Dirección General de Seguridad y Protección, implementa los denominados “alcoholimetros”. En ese sentido tenemos que el nombre de personal operativo en materia de seguridad pública es considerada información reservada.

Del Código Reglamentario Municipal 2025
DE LAS DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 3.1. La organización y funcionamiento de la administración pública municipal será centralizada, desconcentrada, descentralizada y autónoma y se regirá por la Constitución Federal, la Constitución Estatal, la Ley Orgánica Municipal, el Bando Municipal, el presente Título y demás disposiciones que resulten aplicables.
Artículo 3.2. Para la consulta, estudio, planeación y despacho de los asuntos en los diversos ramos de la administración pública municipal, el presidente municipal se regirá por la Constitución Federal, la Constitución Estatal, la Ley Orgánica Municipal, el Bando Municipal, el presente Título y demás disposiciones que resulten aplicables y se auxiliará de las siguientes:
I. DEPENDENCIAS:
(…)
5. Dirección General de Seguridad y Protección;
(…)

Artículo 3.31. La o el titular de la Dirección General de Seguridad y Protección tiene las siguientes atribuciones:
III. Organizar, operar, supervisar y controlar el cuerpo de seguridad pública municipal;

SECCIÓN PRIMERA
DEL SERVICIO DE SEGURIDAD VIAL
Artículo 6.183. El servicio de seguridad vial se regirá por la Constitución Federal, la Constitución Estatal, el Libro Octavo del Código Administrativo, la Ley Orgánica Municipal, el Reglamento de Tránsito del Estado, el Bando Municipal, este Código Reglamentario Municipal y demás normas que tengan aplicación.

Artículo 6.185. Son atribuciones de las o los agentes de tránsito:
II. Detener y poner a disposición de la o el oficial calificador a las o los conductores que presumiblemente manejen en estado de ebriedad o bajo el influjo de drogas enervantes, psicotrópicos y otras que tengan efectos similares;

Bajo este esquema legal, se localizan diversas publicaciones propias del Sujeto Obligado, en la cual se hace alusión a este tipo de operaciones, a cargo de personal de agentes de tránsito.
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Luego entonces tenemos que efectivamente, las intervenciones en los programas alcoholímetros son realizadas por personal operativo (Agentes de Tránsito) de la Dirección General de Seguridad y Protección. El Pleno de este Instituto, considera que el nombre del personal operativo en materia de seguridad pública es información reservada, no así, el nombre del personal operativo de seguridad vial.

En otra vertiente, se analiza que la clasificación presentada por el Sujeto Obligado, la fundamentación se considera indebida ya que utilizan como base para fundamentar el Criterio Reiterado de la Tercera Época  Emitido por este organismo garante 09/2024.

NOMBRE DE PERSONAL OPERATIVO DE  SEGURIDAD PÚBLICA. PROCEDE SU CLASIFICACIÓN COMO INFORMACIÓN RESERVADA. El nombre del personal operativo de seguridad pública debe clasificarse como información reservada previa acreditación de la prueba de daño, ya que su publicidad podría entorpecer las tareas de seguridad pública y poner en riesgo la vida, la seguridad o la salud del servidor público, ya que los vuelve plenamente identificables ante grupos delictivos. Sin embargo, esta causal de reserva por regla general no puede aplicar al personal administrativo y de mando medio y superior, al no realizar funciones operativas de seguridad pública.

Precedentes:

· En materia de acceso a la información pública. 03148/INFOEM/IP/RR/2023 y Acumulados. Aprobada por unanimidad de votos emitiendo voto particular los Comisionados Luis Gustavo Parra Noriega y Guadalupe Ramírez Peña. Ayuntamiento de Tlalmanalco. Comisionada ponente María del Rosario Mejía Ayala. Sesión 04-2024.
· En materia de acceso a la información pública. 06111/INFOEM/IP/RR/2023. Aprobada por unanimidad de votos emitiendo voto particular los Comisionados José Martínez Vilchis, María del Rosario Mejía Ayala, Sharon Cristina Morales Martínez, Luis Gustavo Parra Noriega y Guadalupe Ramírez Peña. Ayuntamiento de Nicolás Romero. Comisionada ponente Sharon Cristina Morales Martínez. Sesión 07-2024.
· En materia de acceso a la información pública. 04497/INFOEM/IP/RR/2023. Aprobada por unanimidad de votos emitiendo voto particular los Comisionados Luis Gustavo Parra Noriega y Guadalupe Ramírez Peña. Ayuntamiento de Tezoyuca. Comisionada ponente Sharon Cristina Morales Martínez. Sesión 07-2024.
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Ello sin observar que efectivamente en el Criterio se hace alusión al nombre del personal operativo en materia de seguridad pública (policías), no así al nombre de los elementos de seguridad vial (agentes de tránsito).

En ese sentido se considera que el nombre de aquellos es un dato público, aunado a lo  anterior, la carga de la prueba para justificar toda negativa de acceso a la información por encontrarse clasificada corresponde al Sujeto Obligado tal y como lo establece nuestra ley de Transparencia Estatal.

Artículo 131. La carga de la prueba para justificar toda negativa de acceso a la información, por actualizarse cualquiera de los supuestos de clasificación previstos en esta Ley corresponderá a los sujetos obligados; en tal caso deberá fundar y motivar debidamente la clasificación de la información, de conformidad con lo previsto en la presente Ley.

 Luego entonces lo procedente es instruir al Sujeto Obligado la entrega de los documentos donde consten los nombres de los agentes de tránsito que participaron en el alcoholímetro referido en la solicitud de información y de los servidores públicos faltantes, de existir.

Por otra parte, no pasa desapercibido por este Órgano Garante que efectivamente, en el operativo “Conduce sin Alcohol” es implementado/ejecutado por personal de tránsito del Municipio, no obstante, se pueden presentar detenciones o solicitar refuerzo por parte de corporaciones policiacas, por lo que intervendrían también. Por lo que de ser el caso, de haberse presentado agentes de la policía (personal operativo), la entrega de su nombre no procede, sino, el acuerdo del Comité de Transparencia debidamente fundado y motivado en el que se apruebe la reserva de la información, respecto de aquellos. 

Respecto al punto dos de la solicitud de información, se pidieron las videograbaciones del alcoholímetro en la fecha referida en la solicitud de información. Por lo que el Director de Desarrollo Tecnológico, manifestó dos argumentos: 1 no poder proporcionar la videograbación por no tener orden o mandato de autoridad jurisdiccional competente. Dos, que pasados 30 días la información se sobrescribe motivo por el cual tampoco es posible atender la solicitud de información.

Bajo esta actuación, se analiza la esfera competencial del respondiente, para ello el Código Reglamentario Municipal del Sujeto Obligado, determina que corresponde a la Dirección de Desarrollo Tecnológico proponer, programar, e implementar programas y medidas en materia de atención a emergencias, así como atender el mismo sistema de llamadas de emergencia y videovigilancia. Realizar trabajos de comunicación, intercambio de información con la Secretaria de Seguridad Estatal para el C2 y C 5.

SUBSECCIÓN SEXTA
DIRECCIÓN DE DESARROLLO TECNOLOGICO
Artículo 3.37. La o el titular de la Dirección de Desarrollo Tecnológico tiene las siguientes atribuciones:
II. Proponer, programar e implementar programas y medidas en materia de atención a emergencias;
IV. Aplicar la normatividad que indique el Centro Nacional de Información del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, en materia del servicio de llamadas de emergencias y video vigilancia; 
V. Realizar los trabajos necesarios para establecer comunicación e intercambio de información con la Secretaría de Seguridad estatal, para el C2 y C5;
XII. Presentar, realizar e implementar el desarrollo tecnológico mediante mecanismos que permitan la video vigilancia a través de monitoreo de las cámaras urbanas instaladas en puntos estratégicos, a fin de coadyuvar con las áreas de seguridad en la prevención y combate de conductas ilícitas e infracciones administrativas

Luego entonces tenemos que el servidor público habilitado y área respondiente, tiene la competencia para pronunciarse, en ese sentido, destacamos que este Órgano Garante carece de facultades para dudar de la veracidad de la información pronunciada por los servidores públicos. Por lo que atentos al pronunciamiento manifestado, se comunica, que una vez transcurridos 30 días se procede a la reescrituración del material por lo que resulta fáctica y jurídicamente imposible que el sujeto obligado lo tenga, a la fecha de la solicitud y a la fecha de la resolución.

Lo anterior, se fortalece, ya que de conformidad al artículo 54 del Reglamento de la Ley que Regula el uso de Tecnologías de la Información y Comunicación para la Seguridad Pública del Estado de México, se estipula que los Centros de Mando Municipal y Regional, que operen la video vigilancia, están obligados a dar el tratamiento de las grabaciones conforme a lo siguiente:

Artículo 54. Los Centros de Mando Regional, Centros de Mando Municipal, instituciones de seguridad pública y Permisionarios de Servicios de Seguridad Privada que operen sistemas de videovigilancia están obligados a dar el siguiente tratamiento a las grabaciones:
“VI. Si durante los treinta días naturales contados a partir de la fecha de grabación, no se requiere información de videos se procederá a realizar su depuración, en virtud a la capacidad de memoria de almacenamiento.”

Si bien como lo refiere el particular los hechos se suscitaron el 11 de diciembre de 2025 para la fecha de ingreso de la solicitud que corresponde al 10 de febrero de 2026, han transcurrido más de 60 días.

Por lo que bajo el parámetro legal contenido en el segundo párrafo del artículo 12 de la Ley de Transparencia sin comento, se interpreta que los Sujetos Obligados sólo proporcionan aquella información pública que obra en sus archivos; en sentido contrario, no están obligados a proporcionar lo que no obre en los mismos. Ya sea porque no existió la videograbación o bien porque fue depurada, o bien porque fue administrada por Sujeto Obligado distinto.

Artículo 12. Quienes generen, recopilen, administren, manejen, procesen, archiven o conserven información pública serán responsables de la misma en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables.

Los sujetos obligados sólo proporcionarán la información pública que se les requiera y que obre en sus archivos y en el estado en que ésta se encuentre. La obligación de proporcionar información no comprende el procesamiento de la misma, ni el presentarla conforme al interés del solicitante; no estarán obligados a generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones.

En los tres escenarios, el Sujeto Obligado no deja en claro la existencia o inexistencia de la misma, por lo que se instruirá la entrega del soporte documental donde consten las videograbaciones. Y, ante la negativa de la información toda vez que bajo el supuesto que la misma haya sido generada y posteriormente depurada, porque se aprecia que ya han transcurrido más de 30 días naturales, es menester que el Sujeto Obligado lo haga del conocimiento del Recurrente, a través del servidor público habilitado competente. Ello con la finalidad de dar certeza, de las actuaciones y no dejar en estado de incertidumbre.

Por otra parte, al no dejar en claro por parte del Sujeto Obligado si se generó el vídeo o no, ya que, responde de manera genérica fundando y motivando que la información contenida en las videograbaciones se entrega a petición de autoridad jurisdiccional y/o competente, de no haberse generado por parte de aquel, bastará con hacerlo del conocimiento del Recurrente al momento de cumplimentar la presente resolución.

Relativo al punto tres de la solicitud de mérito, referente al nombre, cargo y turno del juez o jueza de lo Cívico de alcoholimetría, que dio seguimiento a los casos del operativo antes referido.

Por lo que, una primera consideración formulada por este Órgano Garante es que no se tiene la certeza de que efectivamente los particulares hayan sido puestos a disposición de la Jueza o Juez Cívico ello para efecto de que realizara la calificación de la falta administrativa e impusiera la sanción correspondiente.

Así dentro de los elementos en estudio, se enuncia que los Juzgados Cívicos tienen por objeto desarrollar la impartición administración de la justicia cívica en el municipio, así como instruir los medios alternativos solución de conflictos entre particulares para efecto de hacer reparaciones daños, preservar el orden y tranquilidad social, entre otros.

TÍTULO DÉCIMO
DE LA JUSTICIA CÍVICA MUNICIPAL 
CAPÍTULO PRIMERO DE LOS JUZGADOS CÍVICOS 
SECCIÓN PRIMERA DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 10.1. El presente Título es de orden público, interés general y observancia obligatoria para las personas que habiten o transiten en el Municipio de Toluca y tiene por objeto: 
I. Promover el acceso a la Justicia Cívica y regular su funcionamiento en el Municipio de Toluca. 
II. Establecer las bases en que se deben desarrollar la impartición y administración de la Justicia Cívica en el Municipio; 
III. Instituir los medios alternativos de solución de conflictos entre particulares, para garantizar la reparación de los daños causados por la comisión de conductas que constituyan infracciones de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables;
IV. Establecer las obligaciones de las autoridades encargadas de preservar el orden y la tranquilidad pública en el Municipio;
VI. Establecer mecanismos de coordinación entre las autoridades encargadas de preservar el orden y la tranquilidad en el Municipio; 

VII. Fomentar la cultura de paz y de restauración de las relaciones interpersonales y sociales, a través de los medios de solución de conflictos entre los habitantes y transeúntes del Municipio; y 

VIII.Establecer los mecanismos para la imposición de sanciones que deriven de conductas que constituyan infracciones de competencia municipal, así como los procedimientos para su aplicación e impugnación.


Área que en respuesta no se pronuncia, por lo cual desconocemos el sentido de su respuesta. Dado lo anterior se instruirá la entrega del nombre, cargo y turno del Juez o Jueza Cívica que dio seguimiento a los hechos narrados en la solicitud.

Finalmente, de no haber habido remisión al Juzgado Cívico el Sujeto Obligado, en cumplimiento a esta resolución deberá notificarlo al Particular en términos claros y precisos.

En lo respectivo al punto cuatro de la solicitud de información se pidió el nombre de la empresa que presto el servicio de grúas para remolcar los autos derivado del operativo de alcoholímetro. Siendo la respuesta del sujeto obligado la siguiente: 
“Grúas Manzur” es la empresa de depósito vehicular que presto servicio durante el programa de “Conduce Sin Alcohol" en la temporalidad requerida. En cuanto hace al contrato de prestación de servicios, en términos de lo señalado en el artículo 331 fracción XII del Código Reglamentario Municipal de Toluca y en el apartado 206010000 en su numeral 12 y 30 del Manual de Organización, la Dirección General de Administración es el área poseedora y generadora de la información respecto a los contratos de bienes, servicios, arrendamientos, entre otros.

Aunado a lo antes expuesto, la respuesta emitida por El Sujeto Obligado tiene la presunción legal de ser verídica, considerado que fue emitida por un servidor público en ejercicio de sus funciones, lo que conlleva la presunción de veracidad de todo acto administrativo.

Adicionalmente, es de destacar que este Órgano Garante no está facultado para manifestarse sobre la veracidad de lo afirmado por parte del Sujeto Obligado pues no existe precepto legal alguno en la Ley de la materia que lo faculte para ello. 

Por lo que actuando bajo este hilo se tiene por colmado el punto cuatro.

Finalmente, en lo que consigna el punto cinco de esta solicitud de información, se pidió conocer, el contrato de la prestación de servicios o concesión otorgada a la empresa que prestó el servicio de grúas. En relación a este punto en el numeral anterior ya fue proporcionada la denominación de la empresa que opera el servicio de grúas para este tipo de operaciones, por lo que el nombre de la empresa ya lo tenemos como punto cierto.

Por otra parte, se revisó la Ley de Movilidad y Seguridad Vial del Estado de México y sus Municipios, de la cual se desprende que para la prestación de los servicios auxiliares en el Estado de México se requiere el otorgamiento de una concesión que emite la Secretaría de Movilidad del Estado.

Artículo 86. Principios que regirán la prestación del Servicio Público de Transporte. La prestación del servicio público de transporte, ya sea de manera directa por las autoridades en materia de movilidad, dependencias y organismos auxiliares o, a través de particulares constituidos en sociedades anónimas de capital variable, que cuenten con una concesión para dichos efectos en los términos de este ordenamiento, se regirá por los principios de la movilidad de esta Ley y por los que se establecen a continuación: 

I. Continuidad. El Servicio no puede ser interrumpido ni suspendido. Las autoridades en materia de movilidad están obligadas a sancionar todo acto que tenga como consecuencia la suspensión o interrupción de dicho servicio; 
II. Regularidad. El Servicio debe ser prestado en forma tal que en todo momento se garantice el ejercicio del derecho a la movilidad en el Estado. Para ello, deberá sujetarse en todo momento a las disposiciones de esta Ley, al Programa Estatal, a los programas regionales, sectoriales o especiales que resulten aplicables;
III. Igualdad. El Servicio deberá ser prestado a todas las personas para asegurar su accesibilidad igualitaria e incluyente, que cumplan con las condiciones para el uso del servicio de que se trate, sin hacer distinción alguna entre los usuarios de dicho servicio, ya sea por origen étnico, género, edad, discapacidad, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, preferencia sexual, estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar el derecho de cualquier persona a la movilidad; 
IV. Integración del Servicio. Se debe procurar los diversos modos que integran el Servicio tanto de pasajeros como de carga mediante la implementación de sistemas de transporte eficientes y potenciando la intermodalidad y conectividad entre los mismos, física, operacional, informativa y tarifariamente; 
V. Calidad. Procurar que la prestación del servicio cuente con los requerimientos y las propiedades aceptables para cumplir con su función, producir el menor daño ambiental, ofrecer un espacio apropiado y confortable para las personas y encontrarse en buen estado físico y mecánico, en condiciones higiénicas, de seguridad, con un mantenimiento regular, para proporcionar un adecuado desplazamiento, y 
VI. Programas de Seguridad. Procurar que la prestación del servicio tanto de pasajeros como de carga cuente con la implementación de sistemas de videograbación. 

Artículo 87. Clasificación del Servicio Público de Transporte. El Servicio Público de Transporte se clasifica en:
I. De pasajeros:
II. De carga: 
a). De arrastre y salvamento.

Artículo 2. Glosario. Para la aplicación, interpretación y efectos de esta Ley, se entenderá por:
XXXIII. Concesión: Al acto administrativo por el cual la persona titular del Poder Ejecutivo del Estado, por conducto de la Secretaría de Movilidad, autoriza a sociedades mercantiles mexicanas, constituidas como sociedades anónimas de capital variable, para prestar un servicio público de transporte, en los términos y condiciones que la propia ley y su reglamentación señalan, que para surtir efectos deberán estar inscritas en el Registro Público Estatal de Movilidad, Seguridad Vial y Transporte;
XXXIV. Concesionario: Es la persona física o moral autorizada por el Estado para prestar el Servicio Público de Transporte; 
XXXV. Depósito de Vehículos: Espacio físico acondicionado y autorizado para prestar el servicio concesionado de depósito para guarda y custodia vehicular, por encontrarse a disposición de autoridad administrativa o judicial;

Luego entonces las concesiones son autorizadas y administradas por Sujeto Obligado distinto del cual se presenta la solicitud de información, acorde a lo anterior se revisó el Código Reglamentario Municipal y los Manuales de Organización, por ejemplo, de la Dirección de Administración; sin embargo, se desprende la incompetencia de poseer la información requerida por el particular, toda vez que como se dijo, corresponde a  la Secretaría de Movilidad, expedirlas, siendo un Sujeto Obligado distinto en materia de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales.

Por otra parte, se razona que si bien el servicio de grúas puede prestar sus servicios dentro el municipio de Toluca, lo cierto es la concesión otorgada es de ámbito estatal.
Por otra parte, tampoco no se localizó Artículo u ordenamiento o reglamento que exigiera al restador de servicios de grúas acreditar ante el Sujeto Obligado en este caso al Ayuntamiento de Toluca la concesión correspondiente para poder operar.

Todo lo anterior se considera que el punto de esta solicitud resulta incompetente para el Sujeto Obligado toda vez que como se dijo corresponde a la Secretaría de Movilidad regularlas y expedirlas. Por lo que el particular de así considerarlo puede dirigir su solicitud ante el Sujeto Obligado antes mencionado, ello con la finalidad de obtener la información correspondiente.

DE LA VERSIÓN PÚBLICA
En la elaboración de la versión pública se deberá considera lo dispuesto en los artículos 3 fracciones IX, XX, XXI y XLV, 91 y 132 fracciones II y III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios que establecen lo siguiente:
Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
[…]
IX. Datos personales: La información concerniente a una persona, identificada o identificable según lo dispuesto por la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de México; 
XX. Información clasificada: Aquella considerada por la presente Ley como reservada o confidencial;
XXI. Información confidencial: Se considera como información confidencial los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos;
[…]
XLV. Versión pública: Documento en el que se elimine, suprime o borra la información clasificada como reservada o confidencial para permitir su acceso.
[…]

Artículo 91. El acceso a la información pública será restringido excepcionalmente, cuando ésta sea clasificada como reservada o confidencial.

Artículo 132. La clasificación de la información se llevará a cabo en el momento en que:
I. Se reciba una solicitud de acceso a la información;
II. Se determine mediante resolución de autoridad competente; o
III. Se generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia previstas en esta Ley.
[…]

De este modo, en armonía entre los principios constitucionales de máxima publicidad y de protección de datos personales, la Ley permite la elaboración de versiones públicas en las que se suprima aquella información relacionada con la vida privada de los particulares.

Por otro lado, los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de Versiones Públicas, emitidos por el Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, publicados en el Diario Oficial de la Federación el día quince de abril de dos mil dieciséis, tienen por objeto establecer los criterios con base en los cuales los sujetos obligados clasificarán como reservada o confidencial la información que posean, desclasificarán y generarán, en su caso, versiones públicas de expedientes o documentos que contengan partes o secciones clasificadas.

Entorno a lo que aquí nos interesa, los Lineamientos Quincuagésimo sexto, Quincuagésimo séptimo y Quincuagésimo octavo, establecen lo siguiente:
Quincuagésimo sexto. Cuando la elaboración de la versión pública del documento o expediente que contenga partes o secciones reservadas o confidenciales, genere costos por reproducción por derivar de una solicitud de información o determinación de una autoridad competente, ésta será elaborada hasta que se haya acreditado el pago correspondiente.

Quincuagésimo séptimo. Se considera, en principio, como información pública y no podrá omitirse de las versiones públicas la siguiente:
 
I. La relativa a las Obligaciones de Transparencia que contempla el Título V de la Ley General y las demás disposiciones legales aplicables; 
II. El nombre de los integrantes de los sujetos obligados en los documentos, y sus firmas autógrafas o digitales, cuando sean utilizados en el ejercicio de las facultades conferidas para el desempeño del servicio público, y 
III. La información que documente decisiones y los actos de autoridad concluidos de los sujetos obligados, así como el ejercicio de las facultades o actividades de los servidores públicos, de manera que se pueda valorar el desempeño de los mismos. 

Lo anterior, siempre y cuando no se acredite alguna causal de clasificación, prevista en las leyes o en los tratados internacionales suscritos por el Estado mexicano. 

Quincuagésimo octavo. Los sujetos obligados garantizarán que los sistemas o medios empleados para eliminar la información en las versiones públicas sean irreversibles, de tal forma que no permitan la recuperación o la visualización de la misma.

Por lo tanto, la entrega de documentos en su versión pública debe acompañarse necesariamente del Acuerdo del Comité de Transparencia que la sustente el cual debe estar debidamente fundado y motivado, en el que se expongan los fundamentos y razonamientos que llevaron al Sujeto Obligado a testar, suprimir o eliminar datos de dicho soporte documental, ya que no hacerlo, se reitera que lo entregado no tendría un sustento jurídico ni resultaría ser una versión pública, sino más bien una documentación ilegible, incompleta o tachada; ya que el no justificar las causas o motivos por las que no se aprecian determinados datos -ya sea porque se testan o suprimen- deja a la solicitante en estado de incertidumbre, al no conocer o comprender porque no aparecen en la documentación respectiva. Por lo que respecta al Acuerdo del Comité de Transparencia que sustente la versión pública de la documentación a entregar, deberá ser notificado mediante el SAIMEX.

Respecto la firma plasmada por los servidores públicos en el ámbito de sus competencias se debe de observar lo establecido por el Criterio 02/19 emitido por el entonces Órgano Garante Nacional; 
[bookmark: _Toc103270329]CRITERIO: 02/19.- Firma y rúbrica de servidores públicos.
Si bien la firma y la rúbrica son datos personales confidenciales, cuando un servidor público emite un acto como autoridad, en ejercicio de las funciones que tiene conferidas, la firma o rúbrica mediante la cual se valida dicho acto es pública.

De este modo, como ha sido señalado en la presente resolución, en armonía entre los principios constitucionales de máxima publicidad y de protección de datos personales, la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios permite la elaboración de versiones públicas en las que se suprima aquella información relacionada con la vida privada de particulares mediante el debido Acuerdo fundado y motivado en el que el Sujeto Obligado precise las razones objetivas por las que la apertura de la información generaría una afectación, asimismo, es claro que el mismo debe aplicar de manera restrictiva y limitada las hipótesis de clasificación y no hacerlas valer de manera general. Es importante señalar que, para acreditar dichos supuestos jurídicos se debe fundar y motivar correctamente la categorización de la información.

Por tanto, la fundamentación y motivación consiste en la obligación que tiene todo ente público de expresar los preceptos jurídicos aplicables al asunto motivo del acto y las razones o argumentos de su actuar. Al respecto, el máximo tribunal del país ha establecido jurisprudencia respecto a qué debe entenderse por fundamentación y motivación, en los siguientes términos:
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. La debida fundamentación y motivación legal, deben entenderse, por lo primero, la cita del precepto legal aplicable al caso, y por lo segundo, las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento.

Así, en un acto de autoridad se surte la debida fundamentación cuando se cita el precepto legal aplicable al caso concreto y la debida motivación cuando se expresan las razones, motivos o circunstancias que tomó en cuenta la autoridad para adecuar el hecho a los fundamentos de derecho. Más aún, a través de diversa jurisprudencia dictada por el Poder Judicial de la Federación se sostiene que la finalidad de la fundamentación o motivación es la de explicar, justificar, posibilitar la defensa y comunicar la decisión de la autoridad:
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL ASPECTO FORMAL DE LA GARANTÍA Y SU FINALIDAD SE TRADUCEN EN EXPLICAR, JUSTIFICAR, POSIBILITAR LA DEFENSA Y COMUNICAR LA DECISIÓN. El contenido formal de la garantía de legalidad prevista en el artículo 16 constitucional relativa a la fundamentación y motivación tiene como propósito primordial y ratio que el justiciable conozca el "para qué" de la conducta de la autoridad, lo que se traduce en darle a conocer en detalle y de manera completa la esencia de todas las circunstancias y condiciones que determinaron el acto de voluntad, de manera que sea evidente y muy claro para el afectado poder cuestionar y controvertir el mérito de la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa. Por tanto, no basta que el acto de autoridad apenas observe una motivación pro forma pero de una manera incongruente, insuficiente o imprecisa, que impida la finalidad del conocimiento, comprobación y defensa pertinente, ni es válido exigirle una amplitud o abundancia superflua, pues es suficiente la expresión de lo estrictamente necesario para explicar, justificar y posibilitar la defensa, así como para comunicar la decisión a efecto de que se considere debidamente fundado y motivado, exponiendo los hechos relevantes para decidir, citando la norma habilitante y un argumento mínimo pero suficiente para acreditar el razonamiento del que se deduzca la relación de pertenencia lógica de los hechos al derecho invocado, que es la subsunción.

En consecuencia, la fundamentación y motivación implica que en el acto de autoridad, además de contenerse los supuestos jurídicos aplicables se expliquen claramente, por qué, a través de la utilización de la norma se emitió el acto. De este modo, la persona que se siente afectada pueda impugnar la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa.

Por lo tanto, la entrega de documentos en su versión pública debe acompañarse necesariamente del Acuerdo del Comité de Transparencia del Sujeto Obligado que la sustente, en el que se expongan los fundamentos y razones que llevaron a la autoridad a testar, suprimir o eliminar datos de dicho soporte documental, ya que el no hacerlo implica que lo entregado no es legal ni formalmente una versión pública, sino más bien una documentación ilegible, incompleta o tachada; pues no señalar las razones por las que no se aprecian determinados datos, ya sea porque se testan o suprimen, deja al solicitante en estado de incertidumbre, al no conocer o comprender porque no aparecen en la documentación respectiva, es decir, si no se exponen de manera puntual las razones de ello se estaría violentando desde un inicio el derecho de acceso a la información del solicitante.

Finalmente, y en mérito de lo expuesto en líneas anteriores, con fundamento en la fracción III del artículo 186 de la Ley de Transparencia Local, se MODIFICA la respuesta a la solicitud de información  01045/TOLUCA/IP/2026, que han sido materia del presente fallo.

Por lo antes expuesto y fundado es de resolverse y;


S E    R E S U E L V E


PRIMERO. Se MODIFICA la respuesta entregada por el Sujeto Obligado a la solicitud de información número  01045/TOLUCA/IP/2026, en términos del Considerando CUARTO de la presente resolución.

SEGUNDO. Se ordena al Sujeto Obligado, haga entrega al Recurrente en términos del Considerando CUARTO de la presente resolución, a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) se entrega al Recurrente en versión pública de ser procedente de lo siguiente: 
1. Documentos donde consten los nombres de las y los servidores públicos que participaron en el alcoholímetro referido en la solicitud de información.
2. Soporte documental donde conste la videograbación referida por el Particular en la solicitud de información 01045/TOLUCA/IP/2026.
3. Nombre, cargo y turno del Juez o Jueza Cívica que dio seguimiento a los hechos narrados en la solicitud.

Como sustento de la versión pública, se deberá entregar el Acuerdo del Comité de Transparencia correspondiente, en términos del artículo 49, fracción VIII y 132 fracción II, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en el que funde y motive las razones sobre los datos que se supriman o eliminen, dentro del soporte documental respectivo y se ponga a disposición de la parte Recurrente.

Para el caso de que la información ordenada en el punto uno de la solicitud, adicionalmente corresponda al nombre de personal operativo en materia de seguridad, y por consiguiente encuadre en causal de reserva de la información establecida en el artículo 140 de la Ley de Transparencia Local, el Sujeto Obligado deberá emitirse el Acuerdo de Clasificación respectivo en el que se funden y motiven las razones de su reserva en los términos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

Para el caso de que la información ordenada en el punto dos de este resolutivo segundo (relativa a la videograbación), no se haya generado por este Sujeto Obligado o se hay procedido a la eliminación del material, por haber transcurrido el plazo de 30 días naturales, bastará con hacerlo del conocimiento del Recurrente en términos claros y directos.

De no haber habido remisión al Juzgado Cívico el Sujeto Obligado (punto tres), en cumplimiento a esta resolución deberá notificarlo al Particular en términos claros y precisos.


TERCERO. Notifíquese al Titular de la Unidad de Transparencia del SUJETO OBLIGADO, por medio del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), para que conforme al artículo 186 último párrafo, 189 segundo párrafo y 194 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; dé cumplimiento a lo ordenado dentro del plazo de diez días hábiles, debiendo informar a este Instituto en un plazo de tres días hábiles siguientes sobre el cumplimiento dado a la presente resolución, y se le apercibe que en caso de negarse a cumplir la presente resolución o hacerlo de manera parcial, se le impondrá una medida de apremio de conformidad con lo previsto en los artículos 198, 200, fracción III; 214, 215 y 216 de la Ley  de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

CUARTO. De conformidad con el artículo 198, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, de considerarlo procedente, el Sujeto Obligado de manera fundada y motivada, podrá solicitar una ampliación de plazo para el cumplimiento de la presente resolución.

QUINTO. NOTIFÍQUESE al Recurrente la presente resolución a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), y por correo electrónico y hágase de su conocimiento que en caso de considerar que le causa algún perjuicio, podrá promover el Juicio de Amparo en los términos de las leyes aplicables, de acuerdo con lo estipulado por el artículo 196, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

ASÍ LO RESUELVE, POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS JOSÉ MARTÍNEZ VILCHIS; MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA; SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ; LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA (CON VOTO PARTICULAR) Y GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA; EN LA VIGÉSIMA SESIÓN ORDINARIA CELEBRADA EL TRES DE JUNIO DE DOS MIL VEINTISÉIS, ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO, ALEXIS TAPIA RAMÍREZ.------------------------------------------------------------------
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> Aplican 95 pruebas durante el fin de semana; remiten a 55 conductores

> Enviados al corralén 45 vehiculos, entre ellos un autobus de pasajeros
Toluca, Estado de México, 27 de abril de 2026.- Como parte de las acciones permanentes para prevenir
accidentes viales, el Gobierno de Toluca remiti6 a 55 conductores al Juez Civico como resultado del programa

Conduce sin Alcohol implementado del 24 al 26 de abril.

Durante el operativo, agentes de Sustentabilidad Vial aplicaron 95 pruebas de alcoholemia, de las cuales 55
resultaron positivas, 36 negativas, mientras que en 4 casos se practicaron a famil

res responsables parala
entrega de vehiculos y asf evitar que terminaran en el corralén; de las personas sancionadas, 46 fueron hombres
y 9 mujeres.

Como parte del dispositivo, 45 vehiculos fueron enviados al corralén, entre ellos una unidad de servicio publico,
mientras que 9 automviles fueron entregados a familiares en apego al protocolo.
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' Siendo esta una de las respuestas en la que, si bien no se proporciono informacién,
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Y es en consideracién de lo anterior que, el suscrito se encuentra inconforme con la
respuesta formulada por el Sujeto Obligado, pues esta respuesta resulta contradictoria si se
toman en cuenta los documentos en formato pdf que se encuentran adjuntos a la respuesta
hecha por el representante de la Unidad de Transparencia del sujeto obligado. Siendo que,
si se acude al contenido de dichos documentos esta imposibilidad, solo es ilusoria.
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